TUTELA de SEGUNDA INSTANCIA N° 010
RADICACIÓN: 660013187001 201900148-01

ACCIONANTE: ISMAEL ENRIQUE BALLESTAS B
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / RECLAMO DE INTERESES DE MORA SOBRE UNA PENSIÓN DE JUBILACIÓN  / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA / EXISTENCIA DE OTRA VÍA ORDINARIA DE DEFENSA / INEXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
… estudio el tutelante solicitó la protección de sus garantías fundamentales al mínimo vital, debido proceso, igualdad y seguridad social, los cuales considera vulnerados por parte de la UGPP, por cuanto no pagó el valor real de los intereses de mora que fueron liquidados en proceso ejecutivo, y del cual ya se ordenó mandamiento de pago.

Para la Colegiatura, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, la protección invocada no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la accionante, y no se acreditó ni se argumentó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma transitoria. (…)
Se insiste, el accionante no demostró la existencia de un perjuicio irremediable y no soportó sumariamente de qué manera se está afectando su mínimo vital, antes por el contrario, es claro que actualmente goza de una pensión, y en consecuencia tal situación conlleva predicar que cuenta con unos ingresos que le permiten su subsistencia hasta tanto acuda a la vía ordinaria para reclamar los valores de los intereses de mora que asegura no le fueron cancelados.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (04) de febrero de dos mil veinte (2020)
                                                                  Acta de Aprobación No. 059
                                                 Hora: 2:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor ISMAEL ENRIQUE BALLESTAS BOSSIO frente al fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada contra la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social -en adelante UGPP-. 

2.- DEMANDA 

Lo narrado en el escrito de tutela por el apoderado judicial del accionante, se puede concretar así: (i) mediante proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que se adelantó ante el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Barranquilla, se tramita demanda de reliquidación de la pensión de jubilación, para que se tengan en cuenta los factores salariales devengados en los últimos diez años; (ii) el juzgado en mención ordenó la reliquidación, motivo por el cual en junio 04 de 2014 elevaron cuenta de cobro ante la UGPP; (iii) mediante la Resolución 040449 de septiembre 30 de 2015 la entidad da cumplimiento parcial a la sentencia, por cuanto no incluyó en la reliquidación los factores salariales “prima técnica” y “prima de servicios correspondientes al mes de diciembre de 2020”; (iv) por lo anterior, iniciaron proceso ejecutivo, el cual le correspondió al Juzgado 10 Administrativo Oral del Circuito de Barranquilla, autoridad que libró mandamiento de pago; (v) el proceso se desarrolló en forma integral, y el contador del Tribunal Contencioso Administrativo del Atlántico en providencia de marzo 14 de 2019 liquidó el crédito del proceso ejecutivo en una cifra de $121’564.766.oo; (vi) en septiembre 20 de 2019, y como quiera que ya se agotaron todas las etapas del proceso ejecutivo, radicó un derecho de petición ante la UGPP a través del cual pidió el cabal y estricto cumplimiento al mandamiento de pago y liquidación del crédito; (vii) la UGPP profirió la Resolución RDP 033010 en noviembre 05 de 2019, sin embargo, al pronunciarse sobre los intereses de mora liquidó el crédito por un valor de $73’465.075, y se limitó a afirmar que pagaría por ese concepto la suma de $3’037.765.
Pide la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, debido proceso, igualdad y seguridad social, y como consecuencia de lo anterior, se ordene a la UGPP dar una respuesta de fondo, clara y oportuna al derecho de petición, e igualmente cumplir con el mandamiento de pago y liquidación del crédito dentro del proceso ejecutivo.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

Una vez admitida la acción, el juzgado de instancia dispuso correr traslado a la UGPP, entidad que se pronunció en término oportuno.
3.1.- La subdirectora de defensa judicial pensional de la UGPP informó: (i) la Unidad ya dio cumplimiento al mandamiento de pago mediante resolución No RDP 03310 de noviembre 05 de 2019; (ii) indicó que el total de intereses moratorios son $12’718.407.oo y los intereses que se pagaron por la Subdirección Financiera en diciembre 14 de 2016 fueron $9’680.642.oo, es decir que la diferencia por pagar corresponde a $3’037.765.oo; (iii) igualmente en cumplimiento a la sentencia judicial y según lo dispuesto en la resolución No RDP40449 de 2015, para la nómina de enero de 2016 pagaron el retroactivo; (iv) en el mes de enero de 2016 se realizó el pago equivalente a $69’438.149.oo; (v) la entidad no ha vulnerado derecho alguno y ha dado respuesta a todas las solicitudes; e igualmente (vi) se puede evidenciar que el accionante se encuentra activo en nómina, por tanto, la tutela no es el mecanismo idóneo para solicitar dicha prestación económica, toda vez que el actor cuenta con las acciones judiciales pertinentes para obtener el cumplimiento del fallo.
Solicita se declare la carencia actual de objeto por hecho superado, y de manera subsidiaria se niegue el amparo de los derechos fundamentales y no se emita ninguna orden en contra de la UGPP. 

3.3.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de diciembre 30 de 2019 negó por improcedente la acción de tutela elevada por el señor BALLESTAS BOSSIO, y para llegar a la anterior determinación verificó los requisitos establecidos por la Corte Constitucional con la situación fáctica expuesta por el apoderado del accionante, y concluyó que en este asunto no se presentan quebranto alguno a sus derechos fundamentales. El actor no acreditó ni siquiera sumariamente afectación del derecho fundamental al mínimo vital, es decir, la falta de recursos económicos para la alimentación, arriendo, vestido, etc.
Adicional a lo anterior, el accionante puede solicitar en el proceso ejecutivo el embargo de las cuentas de la entidad accionada para lograr el cumplimiento de las decisiones judiciales, y muy a pesar que en varios despachos –Juzgados Administrativos- no se decreta la misma habida cuenta que se ha considerado que los dineros de las cuentas de la UGPP son inembargables por virtud del artículo 594 CGP, no menos cierto que existen algunas excepciones, como lo es el cumplimiento de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica, y que en este caso sería procedente porque busca el cumplimiento de una obligación laboral contenida en una decisión judicial.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el apoderado del accionante solicita se revoque la decisión de primera instancia, y argumenta que acudieron a la acción de tutela para evitar un perjuicio irremediable, por cuanto transcurre el tiempo sin que el señor ISMAEL BALLESTAS reciba su pensión con el valor que le fue reconocido por el juez administrativo, la cual garantiza la congrua subsistencia del pensionado.

Si bien el conducto regular para efectivizar una sentencia es el proceso ejecutivo, este no es un medio efectivo si se tiene en cuenta que el mismo ya culminó y la UGPP se niega a cumplir lo ordenado judicialmente, aunado a que contra sus cuentas bancarias no proceden medidas cautelares. Y si en gracia discusión procediera, la entidad no maneja recursos en las mismas.

No es justo, ni se ciñe a los mandatos de la Carta Política, ni de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que después de varios años de haber sido sometido a dos procesos contra la UGPP, quede vinculado por otros años más a un proceso de embargo de las cuentas bancarias de la entidad, a sabiendas que no podrá lograr el pago.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde a la Colegiatura evaluar el grado de acierto o desacierto que contiene la providencia dictada por el juez de primera instancia, y de acuerdo con la impugnación presentada establecer si en realidad fue errada la decisión del a quo en cuanto declaró improcedente la acción de tutela presentada por el señor ISMAEL ENRIQUE BALLESTAS. 

5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Constitución Política de Colombia en su artículo 86 consagró la acción de tutela como una forma para que las personas puedan reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales al resultar vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública, pero la condicionó a que solo procedería cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

En el caso sometido a estudio el tutelante solicitó la protección de sus garantías fundamentales al mínimo vital, debido proceso, igualdad y seguridad social, los cuales considera vulnerados por parte de la UGPP, por cuanto no pagó el valor real de los intereses de mora que fueron liquidados en proceso ejecutivo, y del cual ya se ordenó mandamiento de pago.
Para la Colegiatura, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, la protección invocada no resulta procedente por cuanto es claro que existe la vía ordinaria para dirimir conflictos como el planteado por la accionante, y no se acreditó ni se argumentó la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma transitoria. 
Ahora bien, no obstante el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, la jurisprudencia actual no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de pensiones por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de esas características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de forma inmediata. Las mencionadas características fueron referidas por la H. Corte Constitucional en la providencia T-740 de 2007, así: 
“En síntesis, se puede indicar que en virtud del principio de subsidiariedad, la acción de tutela es improcedente para ordenar el reconocimiento de una pensión. Sin embargo, de manera excepcional y de conformidad con las particularidades del caso concreto, la solicitud de amparo será procedente si el juez de tutela determina que (i) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo como mecanismo transitorio. En caso de constatar la procedibilidad de la acción de tutela, ésta está llamada a prosperar si se encuentra plenamente demostrada la afectación de los derechos fundamentales del accionante o de su núcleo familiar; y, cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela constata que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho a la pensión que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.” -negrilla fuera de texto-

En el presente asunto, se tiene que el señor BALLESTAS en septiembre 20 de 2019 presentó ante la UGPP un derecho de petición mediante el cual solicitó el cumplimiento al pago y liquidación del crédito dentro del proceso ejecutivo incoado contra dicha entidad, sin embargo, la UGPP procedió a pagar una suma errada de los intereses de mora.
Se insiste, el accionante no demostró la existencia de un perjuicio irremediable y no soportó sumariamente de qué manera se está afectando su mínimo vital, antes por el contrario, es claro que actualmente goza de una pensión, y en consecuencia tal situación conlleva predicar que cuenta con unos ingresos que le permiten su subsistencia hasta tanto acuda a la vía ordinaria para reclamar los valores de los intereses de mora que asegura no le fueron cancelados.

Aunque para el caso concreto se aduce para dejar de lado la vía ordinaria y acudir a este mecanismo excepcional, que ya agotó el otro mecanismo legal, el cual ya culminó, de todas formas debe ser a través de ese medio que se reclame el cumplimiento de la orden emitida por el juez administrativo. 
Sobre este tema en particular, la Corte Constitucional se pronunció en las siguientes decisiones:
En la sentencia T-808/10 sostuvo:

“Así las cosas, no es la acción de tutela la vía procesal idónea para lograr el pago de las sumas de dinero dispuestas por la entidad territorial demandada en la Resolución N° 3479 de 2009, como reliquidación de los honorarios de los demandantes mientras se desempeñaron como concejales del distrito de Buenaventura, así como tampoco lo sería la acción de cumplimiento, mecanismo de naturaleza constitucional que tiene por objeto “hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de ley o actos administrativos” (Ley 383 de 1997, Art. 1°). Al respecto, cabe recordar que dentro de las causales de improcedencia está prevista la imposibilidad de “perseguir el cumplimiento de normas que establezcan gastos” (Ley 383 de 1997, Art. 9°, parágrafo), a menos que se haya efectuado la correspondiente apropiación presupuestal, lo cual no ha ocurrido en esta oportunidad según dan cuenta las pruebas allegadas al expediente de tutela, evento en el que sería viable su ejercicio.

 

Entonces, al tratarse de un acto administrativo dictado por la entidad territorial accionada que reconoce un error en la liquidación de los honorarios de los demandantes como concejales durante el período constitucional 2004-2007 y, dispone consecuentemente, la apropiación de $ 1.259’981.292¨ para efectuar los correspondientes pagos, es indudable que la acción de tutela no puede ser entendida como la vía principal para que los peticionarios logren el pago de dicha suma de dinero, salvo que esté demostrada la existencia de un perjuicio irremediable.”
En la sentencia T-689/15 refirió:

“Ahora bien, en lo que corresponde a la primera reclamación, en la parte motiva del fallo en cita, se reiteró que la acción de tutela no es la vía idónea para obtener el pago de acreencias laborales u honorarios, más aún cuando –como ocurre en el caso bajo examen– existía una resolución cuya exigibilidad podía reclamarse ante las autoridades judiciales competentes. Sobre el particular, se dijo que:
 
“[No] es la acción de tutela la vía procesal idónea para lograr el pago de las sumas de dinero dispuestas por la entidad territorial demandada en la Resolución N° 3479 de 2009, como reliquidación de los honorarios de los demandantes mientras se desempeñaron como concejales del distrito de Buenaventura (…) Al respecto, la Corte seguirá la subregla establecida en esta providencia (consideración N° 3), en el sentido de que el amparo constitucional es improcedente cuando se trata de reclamar el pago de honorarios para los concejales, resultando igualmente inviable acceder al amparo deprecado como mecanismo transitorio, teniendo en consideración que de las pruebas que reposan en el expediente no es posible deducir que los demandantes se encuentran frente a una amenaza que implique la existencia de un daño inminente. Valga recordar, que la consistencia y coherencia de los ordenamientos jurídicos debe estar dada, entre otras cosas, por el seguimiento del precedente judicial, lo cual redunda adicionalmente en la protección del derecho a la igualdad.
 
A manera de ejemplo, los demandantes podrían buscar el pago de las sumas reclamadas inadecuadamente en este escenario judicial, haciendo uso del proceso ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria, escenario judicial que goza de idoneidad suficiente para dirimir la controversia que ahora pretende plantearse ante el juez de tutela, más aún, porque desde el momento en el que sea presentada la respectiva demanda podrán solicitar el decreto de medidas cautelares[98]. (…)
 
[No] existen razones suficientes para acceder a la protección constitucional solicitada como mecanismo transitorio, en tanto no fue demostrada ni se infiere la existencia de un perjuicio irremediable, pues los demandantes tan solo se limitaron a señalar en el escrito de tutela que “en el grupo de exconcejales hay personas de la tercera edad, que no han podido disfrutar de unos dineros que les fueron reconocidos en el acto administrativo tantas veces referido, y que por decidia (sic) o capricho de la administración, no pueden realizar tantos proyectos personales y de vida.” Así mismo, advirtieron que el derecho a la vida digna y adecuada, igualmente se encuentra conculcado, “si tenemos en cuenta que estos exconcejales, están pasando por dificultades económicas, que no se compadecen, con la dignidad humana.” 
 
Tal como lo ha sostenido en innumerables pronunciamientos este Tribunal, el ejercicio de la acción de tutela se encuentra orientado por el principio de informalidad, lo cual supone que el rigor formal propio de otras áreas del derecho procesal no se hace presente en este contexto, teniendo en cuenta que el fin último de este mecanismo constitucional es la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales. Sin embargo, este parámetro no debe ser entendido como una patente de corso para que el juez constitucional acceda a todo lo pedido por quien se considera afectado, en virtud de la presunción de veracidad prevista en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, pues la carga mínima que se impone para quien accede a la jurisdicción constitucional, es probar sumariamente la vulneración o amenaza de sus garantías individuales (onus probandi incumbit actori), más aún, cuando el acceso a la judicatura se efectúa por intermedio de apoderado judicial, como ocurre en la presente oportunidad.
 
(…) En ese orden de ideas, lo que se impone por parte de este Tribunal es declarar la improcedencia de la acción de tutela incoada por los demandantes, en virtud de lo establecido en el inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Política y el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, por existir otro medio de defensa judicial para hacer exigible la obligación dineraria contenida en la Resolución N° 3479 de 2009 y por no haberse establecido la existencia de un perjuicio irremediable.”
Así las cosas, concurrir ante un juez constitucional dentro de un procedimiento perentorio, residual y subsidiario para que se dé solución a un conflicto que requiere ser debatido ante la justicia ordinaria, da lugar a asegurar que en el presente evento no procede la tutela, pues con ella lo que se busca es dejar de lado los medios judiciales ordinarios, mismos que están llamados a prevalecer. 

En conclusión, como la providencia adoptada por el funcionario de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, se le impartirá confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008





Página 7 de 7

